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Resol. Serie “B” N° 72
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los siete días del mes de junio de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 21/21 vta.  del Expte. Nº 19.132  – Año 2018 – Autos: “Orellana Carlos Reynaldo s.d. Homicidio en Grado de Tentativa e.p. Ledesma Rodolfo Miguel s/ Excarcelación Extraordinaria; Auto de Procedimiento – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y  Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse.

El  Sr. Vocal, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo:



Y Vistos:



Para resolver en los del epígrafe.-


   
Y Considerando: 



I) A fs. 24/25 vta. obra recurso extraordinario de casación interpuesto por el Dr. Angel Nassif en representación del querellante particular Rodolfo Miguel Ledesma, contra la resolución de la Excma. Cámara de Apelación y Control de fecha 30/10/2018 (fs. 21/21 vta.),  que dispusiera en su punto 3º “Declarar mal concedido por inadmisibilidad formal, atento la ausencia de impugnabilidad subjetiva de la resolución, el recurso de apelación interpuesto por el abogado querellante particular en representación de Rodolfo Miguel Ledesma”.-



Entiende procedente el remedio usufructuado a tenor del art. 485, 2º párrafo del C.P.P., dado que considera que el tribunal al fallar de esa manera se ha apartado erróneamente del derecho aplicable que legitima a su parte a promover el recurso que le fuera negado (art. 98 inc. 7. art. 488 por remisión al art. 487 y art. 451 del C.P.P.).----------------------------------------------


  
II) Se agravia entendiendo que una interpretación restrictiva del art. 98 del C.P.P. respecto a los derechos y facultades implica un cercenamiento a los derechos y garantías de hondo raigambre constitucional, pues solamente le esta vedado conforme lo prevé la norma del art. 451 con remisión al art. 450 del C.P.P..---------             

Esgrime que donde la ley no distingue, no se debe distinguir. Sostiene que el art. 98 del CPP no es taxativo, sino enunciativo, puesto que de lo contrario el inc. 7º de dicho precepto legal no tendría sentido, así como los restantes  dispositivos que el tribunal consideró violados.-------------------------------------------------           

Agrega que la norma del art. 451 del C.P.P. es totalmente clara, en cuanto que el querellante particular podrá recurrir en los supuestos y por los medios establecidos en éste Código para el Ministerio Público Fiscal, con excepción de los supuestos establecidos en los dos últimos párrafos del articulo anterior.---------------             

Manifiesta que el tribunal sostuvo que el Ministerio Fiscal es legitimado para interponer Recurso de Apelación contra resoluciones vinculadas a las medidas de coerción, en tanto es el único que puede peticionar su imposición.-----------------------------------------------                   

Expresa que esta interpretación no resulta ajustada a derecho, pues no esta fundada, ni en la ley, ni en la doctrina, ni en la jurisprudencia, habiendo el Tribunal inobservado y aplicado erróneamente el precepto legal y que obviamente con tal error se quebranta las formas esenciales de la causa que hacen al derecho de defensa, a la igualdad de la ley y al debido proceso.-----          

Entiende que la coerción del imputado no es materia ajena a la competencia del querellante, de lo contrario, el art. 98 hubiese sido preciso y contundente como así todas las otras normas solventadas en el art. 451 del C.P.P..-----------------------------------------------            

Considera que declarar mal concedido el recurso del querellante, es cercenarle el derecho que tiene el mismo dentro del proceso, a tal punto que es coadyuvante en el ejercicio a cargo del Ministerio Fiscal.------------                   

Cita Doctrina y Jurisprudencia en la materia.---           

Esgrime que de lo expuesto puede inferirse que no existe ningún obstáculo legal para que el querellante apele la medida que hace lugar a la excarcelación extraordinaria decidida por el Juez de Control y Garantías.------------------------------------------------              

Concluye solicitando que el recurso presentado y esgrimido por su parte sea declarado formalmente admisible.------------------------------------------------  



III) A fs. 27/27 vta. consta resolución del tribunal a quo concediendo el recurso interpuesto, considerando que la resolución dictada es susceptible de ser impugnada, dado que encuadra en los supuestos del art. 485 segundo párrafo del C.P.P., por cuanto se ha declarado mal concedido el recurso de apelación interpuesto por el querellante particular ante una medida de coerción dispuesta por el juez de control.-------------------------         

IV) A fs. 384/388 vta. el Sr. Fiscal General produce dictamen.-----------------------------------------

En dicho dictamen, luego de efectuar reseña sobre los antecedentes del caso procede a analizar los fundamentos esgrimidos por el recurrente.-----------------             

En tal sentido expresa que el recurrente denuncia inobservancia y errónea aplicación de precepto legal, y quebrantamiento de formas esenciales del proceso. Que en orden a ello, sostiene que en su resolución el tribunal a quo se ha apartado erróneamente del derecho aplicable, interpretando restrictivamente el art. 98 del C.P.P., cercenando así los derechos y garantías de raigambre constitucional, las cuales legitiman la figura del querellante particular.-------------------------------                      

Esgrime que el casacionista señala lo establecido por el art. 451 del C.P.P. en cuanto a la posibilidad de recurrir en los mismos supuestos que el órgano acusador, destacando que la única limitación impuesta por el ritual está prevista en el mismo art. 451 con remisión al 450 del C.P.P.----------------------------                

Que, en atención a ello, el recurrente considera que equivoca el tribunal revisor en entender que el Ministerio Público Fiscal es el único con facultades para recurrir resoluciones vinculadas a medidas de coerción, entendiendo que tal interpretación no resulta ajustada a derecho por no estar fundada en la ley o jurisprudencia aplicable al caso.----------------------------------------                  

Sobre la cuestión en estudio expresa, que no resulta tan claro la postura esgrimida por el a quo, relativo a que el querellante debe considerarse excluido de la posibilidad de apelar resoluciones que decidan cuestiones referentes a eximisión de prisión o excarcelación. Considera que tal criterio en modo alguno puede ser usado para contradecir las disposiciones de una norma o para interpretarla erróneamente, puesto de ninguna manera corresponde cercenar el contenido o alcance preciso fijado expresamente por otra norma,  en aras de salvaguardar una interpretación restrictiva de una disposición legal que limite el ejercicio de un derecho atribuido por el código de rito.--------------------------                   

Entiende que de la lectura armónica de todas las disposiciones del código que se refieren especialmente a la parte querellante (art. 96, 98, 321, 351, 361, 451, 467, 477, 488) tampoco se infiere que la querella se halle impedida de intervenir en incidentes de excarcelación, sino que, por el contrario, reflejan la considerable magnitud de sus facultades, más aún cuando también ha apelado el ministerio fiscal.-----------------------------                    

Esgrime que el art. 98 de C.P.P. habilita la participación de la parte querellante en el trámite del recurso de apelación del auto que concediera la excarcelación extraordinaria del encartado, por cuanto si bien no se encuentra previsto, tampoco se encuentra expresamente excluido, debiendo primar en consecuencia la posibilidad de su intervención.---------------------------                  

Concluye postulando que debe hacerse lugar al recurso de casación interpuesto por la querella, casando la resolución obrante a fs. 16 mediante la cual se declaró mal concedido el recurso de apelación interpuesto.--------        

V) Conforme lo dispone el art. 491 del C.P.P., corresponde a este Órgano Superior verificar la concurrencia de los recaudos que hacen formalmente admisible el remedio extraordinario que se intenta, en razón de que la apertura de la competencia del Tribunal por vía de casación no es factible en cualquier caso sometido a estudio. Así, el recurso debe haber sido intentado oportunamente y con fundamentación suficiente por quien se encuentre legitimado, dirigido contra una resolución recurrible por esta vía conforme expresa previsión de la norma adjetiva, o contra una sentencia definitiva o equiparable a tal.---------------------------       

En ese sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto en tiempo oportuno conforme se desprende de las constancias de fs. 22 y 25 vta.--------------------                

VI) En cuanto a la recurribilidad de la resolución traída a estudio, entendemos que la sentencia atacada no se encuentra dentro de los supuestos previstos en el art 485 2º párrafo y por lo tanto no reúne el requisito de  impugnabilidad objetiva a efecto de la casación. Tal es el sentido de lo dispuesto por el Art. 485, 2º párr. del C.P.P. cuando enuncia los autos interlocutorios recurribles por esta vía, esto es aquellos que “revoquen” decisiones de primera instancia mediante las cuales se hubiera “puesto fin” a la acción, a la pena, o a una medida de seguridad o corrección, o “imposibiliten” que continúen, o “denieguen” la extinción o suspensión de la pena o el pedido de sobreseimiento en el caso que se haya sostenido la extinción de la acción penal.----------------------------------------------------        

Sin perjuicio de lo supra expuesto, dado que lo que cuestiona la recurrente es su legitimación para apelar una resolución que concede la excarcelación extraordinaria, lo cual se encuentra intimamente vinculado a la interpretación y alcance otorgada por el a quo a la norma procesal que establece los derechos y facultades del querellante particular, corresponde en el caso, hacer la excepción a la regla antes señalada, e ingresar al análisis del planteo de fondo.----------------------------                     

En esa tarea,  cabe señalar que como es sabido el Ministerio Público Fiscal es el que promueve y ejerce la acción penal pública. A su vez, la ley procesal con carácter adhesivo ha conferido al querellante particular ciertos deberes y facultades para coadyuvar a la tarea del Ministerio Público para acreditar el hecho delictuoso y la responsabilidad penal del imputado.-----------------------                  

Así el art. 98 de C.P.P. cuando refiere a derechos y facultades del querellante particular expresa textualmente en su primer párrafo “ Quien haya sido admitido en calidad de querellante particular, durante el transcurso del proceso solo tendrá los siguientes derechos y facultades:...”-----------------------------------------                    

De lo aquí expuesto surge claramente que la utilización de la palabra “solo” refiere o demuestra limitación, ya que si el legislador hubiera querido otorgar al querellante particular los mismos derechos y facultades que el Ministerio Público así lo hubiera manifestado, expresando sencillamente que el querellante particular tiene los mismos derechos y facultades que el Ministerio Público Fiscal.--------------------------------                   

De los incisos 1º a 6º de la norma supra citada, tampoco se desprende que el querellante particular se encuentre legitimado para recurrir decisiones relativas a medidas de coerción. En lo que respecta al inciso 7º donde se expresa “Recurrir en los casos, por los medios y en la forma previsto para los representantes del Ministerio Público” la citada norma no hace más que legitimar al querellante particular para recurrir en igual forma que el Ministerio Público en los casos detallados en los incisos 1º a 6º.--------------------------------------------------                 

Sentado lo dicho, y conforme ya lo expresaramos, consideramos  acertados los fundamentos del a quo que entendió que la parte querellante carecía de legitimación para apelar la excarcelación extraordinaria concedida en autos, por lo que corresponde desestimar el planteo recursivo articulado.-------------------------------------               

En efecto, al tratarse cuestiones relativas a medidas de coerción (eximisión de prisión o excarcelación) la casacionista -querellante- no se encuentra legitimada subjetivamente para recurrir dichas medidas. Ello es así, en virtud que el propio art. 98 del C.P.P. en su primer párrafo fija el límite respecto a los derechos y facultades del querellante particular, los que se encuentran enumerados en los incisos 1 a 6 del mismo texto legal.----------------------------------------------------          

VII) Por todo lo expuesto, oído el Sr. Fiscal General, Voto por: I) NO HACER LUGAR al recurso extraordinario de casación interpuesto a ff. 24/25 vta y, en consecuencia II) CONFIRMAR la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fecha 30/10/2018, que obra aff. 21/21 vta.--------------------------------------

  
A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero, siete de junio del año dos mil diecinueve.-



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HACER LUGAR al recurso extraordinario de casación interpuesto a ff. 24/25 vta y, en consecuencia II) CONFIRMAR la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fecha 30/10/2018, que obra aff. 21/21 vta. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
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